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Así por esta nuestra sentencia. testimonio de la cual se remitirá junto
oon el expediente administrativo a su oficina de origen a los efectos
legales junto con el expediente, en su caso, y que se notificará haciendo
la indicación que prescribe el artículo 248.4 de la Ley Orgánica 6/1985.
lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley reguladora
de la Jurisdicción Contencioso·Administrativa de 27 de diciembre de
1956, Yen uso de las facultades que me confiere el articulo 3,° de la
Orden del Ministerio de Defensa número 54/1982, de 16 de marzo,
dispongo que se cumpla en sus propios términos la expresada sentencia.

Madrid, 8 de marzo de 1989.-P. D., el Subsecretario, Gustavo Suárez
Pertierra.

Ilmo. Sr. Director general de Personal.

ORDEN 413/38291/1989, de 8 de mar:o, por la que se
dispone el cumplimiento de la sentencia de la Audiencia
Territorial de Jfadrid. dictada con fecha 20 de mayo de
1988. en el recurso contencioso-administrativo interpuesto
por don Federico Ram(rez Sama Pau.

Excmo. Sr. En el recurso contencioso-administrativo seguido en
única instancia ante la Sección Cuarta de la Audiencia Territorial de
Madrid, entre partes, de una. como demandante, don Federico Ramírez
Santa Pau, quien postula por sí mismo, y de otra, como demandada, la
Administración Pública, representada y defendida por el Abogado del
Estado, contra acuerdos del Director general de Asuntos Económicos,
sobre percepción sueldo, se ha dictado sentencia, con fecha 20 de mayo
de 1988. cuya parte dispositiva es c<1mo sigue:

«Fa!larnos: Que desestimando el recurso contencioso-administrativo
interpuesto por don Federico Ramírez Santa Pau, en su propio nombre
y representación, contra el Ministerio de Defensa, debemos declarar y
declaramos ajustados a Derecho los acuerdos de! Decreto de Asuntos
Económicos de 16 de abril de 1986 y del excelentísimo señor Teniente
General de l.E.M.E. de 22 de septiembre de 1986; todo ello sin costas.

Esta resolución es firme y frente a la misma no cabe recurso
ordinario alguno. sin perjuicio de los extraordinarios de apelación y
revisión en los casos y plazos previstos en los articulas ¡OI Y 102 de la
ley de la Jurisdicción.

Así. por esta sentencia, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley reguladora
de la Jurisdicción Contenciosa-Administrativa de 27 de diciembre de
1956, y en uso de las facultades que me confiere el articulo 3. 0 de la
Orden del Ministerio de Defensa número 54/1982, de 16 de marzo,
dispongo que .se cumpla en sus propios términos la expresada sentencia.

Madrid, 8 de marzo de 1989.-P. D., el Director general de Personal,
Jase Enrique Serrano Martínez.

Excmo. Sr. General Director del Mando Superior de Personal del
Ejército.

ORDEN 413/38293/1989, de 8 de mar:o, por /a que se
dispone el cumplimiento de la sentencia de la Audiencia
Territorial de Madrid. dictada con fecha 25 de marzo de
1988. en el recurso contencioso-administrativo interpuesto
por don Antonio Garcia de la Cruz Pin.eda de las Infantas.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido en
unica instancia ante la Sección Cuarta de la Audiencia Territorial de
Madrid, entre partes, de una, como demandante, don Antonio García de
la Cruz Pineda de las Infantas. quien postula por si mismo. y de otra,
como demandada, la Administración Pública. representada y defendida
por el Abogado del Estado, contra Resoluciones del Teniente General
Jefe del Estado Mayor, sobre prórroga, se ha dictado sentencia, con fecha
25 de marzo de 1988, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando el recurso contencioso-administrativo
interpuesto por don Antonio García de la Cruz Pineda de las Infantas,
en su propio nombre, contra el Ministerio de Defensa, debemos declarar
y declaramos que las Resoluciones del Teniente General Jefe dcl Estado
Mayor de 3 de septiembre y Il de dicicmbre de 1984 no son ajustadas
a Derecho, y, en su consecuencia, las anulamos y reconocemos el
derecho del recurrente a permanecer en la situación de activo hasta la
edad de retiro; sin costas.

Esta Resolución es firme y frente a la misma no cabe recurso
ordinario alguno, sin perjuicio de [os extraordinarios de apelación y
revisión en los casos y plazos previstos en los artículos 101 y 102 de la
Ley de la JLirisdicción.

Así, por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos y
firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley reguladora
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 de diciembre de
1956, y en uso de las facultades que me confiere el artículo 3. 0 de la
Orden del Ministerio de Defensa número 54/1982, de 16 de marzo,
dispongo que se cumpla en sus propios términos la expresada sentencia.

Madrid. 8 de marzo de 1989.-P. D., el Director general de Personal,
José Enrique Serrano Martínez.

EXcmo. Sr. General Director del Mando Superior de Personal del
Ejército.

ORDEN 413/38294/1989. de 8 de marzo, por la que se
dispone el cumplimiento de la sentencia de la Audiencia
Te"itorial de Madrid, dictada con fecha 16 de junio de
1988 en el recurso eontencioso-administrativo interpuesto
por don. Ponciano Gómez Galindo.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo se~uido en
linica instancia ante la Sección Cuarta de la Audiencia Temtorial de
Madrid, entre partes, de una, como demandante, don Ponciano Gómez
Galindo, quien postula por sí mismo, y de otra, como demandada, la
Administración Pública, representada y defendida por el Abo~do del
Estado, contra resolución del Ministerio de Defensa sobre coefiCIente de
100 por lOO, se ha dictado sentencia, con fecha 16 de junio de 1988, cuya
parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que desestimando el recurso contencioso-administrativo
interpuesto por don Pondano Gómez Galindo, contra la resolución. del
excelentísimo señor Ministro de Defensa de 24 de noviembre de !983,
desestimatorio del recurso de alzada interpuesto por dicha parte contra
el acuerdo de la Dirección de Mutilados que reconoció al recurrente
como Caballero Mutilado Permanente un coeficiente de 100 por 100,
debemos declarar y declaramos dicha resolución conforme con el
ordenamiento jurídicO; y todo ello sin hacer declaración con las costas
procesales causadas. - .

Esta resolución es firme y frente a la misma no cabe recursO
ordinario alguno, sin perjuicio de los extraordinarios de apelación y
revisión en los casos y plazos previstos en los artículos 101 y 102 de la
Ley de la Jurisdicción. _

Así,. por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos y
firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley reguladora
de la Jurisdicción Contencioso·Administrativa de 27 de diciembre de
1956, y en uso de las facultades que me confiere el artículo 3.0 de la
Orden del Ministerio de Defensa 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que
se cumpla en sus propios términos la expresada sentencia.

Madrid, 8 de marzo de 1989.-P. D., el Director general de Personal,
José Enrique Serrano Martínez.

Excmo. Sr. General Director de Mutilados.

ORDEN 413/38295/1989. de 8 de marzo, por la que se
dispone el cumplimiento de la sentencia de la Audiencia
Territorial de Madrid, dictada con fecha 13 de junio de
1988, en el recurso contencioso-administrativo interpuesto
por don José Gadea Rodríguez.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo se~uido en
única instancia ante la Sección Cuarta de la Audiencia Temtorial de
Madrid, entre partes, de una, como demandante, don José Gadea
Rodríguez, quíen postula por sí mismo, y de otra, como demandada, la
Administración Pública, representada y defendida por ~l Abogado del
Estado, contra Acuerdo de la Jefatura Interina del Mando Superior de
Personal, sobre escalafonamiento, se ha dictado sentencia, con fecha 13
de junio de 1988, cuya parte dispositiva es como :.;igue:

«Fallamos: Que estimando el recurso contencioso·administrativo
interpuesto por don José Gadea Rodriguez, en su propio nombre, contra
el Acuerdo de la Jefatura Interina del Mando Superior de Personal de
7 de mayo y de la Jefatura de Estado Mayor del Ejército de 18 de julio
de 1986, debemos declarar y declaramos su disconformidad con el
ordenamiento jutídico, dejándolos sin efecto y, en consecuencia, debe.
mos declarar y declaramos el derecho del actor a que su escalafona­
miento se produzca de conformidad con lo dispuesto en la Ley 13/1974
y disposíciones complementarias, sin tomar en consideración la disposi·
ción transitoria segunda del Real Decreto 2493/1983, de 7 de sep­
tiembre.


